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IV

La Registradora de la Propiedad, en defensa de su nota, informó: Que

se analizan cada uno de los argumentos expuestos por el señor Notario:

1. Que el señor Notario aprecia de forma equivocada el contenido de

la Resolución de 25 de septiembre de 1991. En dicha Resolución la planta

de desvanes tenía la consideración de elemento privativo y la doctrina

de la Dirección General de los Registros y del Notariado se centra en

determinar si el cambio del destino inicial es o no modificación del título

constitutivo. Que la citada Resolución considera que un cambio de destino

supone un cambio importante en la medida que afecta a todos los copro-

pietarios del inmueble y, por tanto, requiere aprobación de la junta de

condueños, ya que supone una modificación del título constitutivo. Que

el hecho de que conserven los elementos transformados la misma cuota

es una cuestión irrelevante, pues no impide que se trate de un cambio

de destino respecto al inicialmente fijado y eso, según la citada Resolución,

afecta a la totalidad de los condueños por lo que se requiere la aprobación

de la junta de propietarios. Que en virtud de las normas de la interpretación

analógica, en el caso que se estudia hay que llegar a la misma conclusión.

2. Que conforme a lo establecido en el artículo 8, párrafo 1.o, del Real

Decreto-Ley 2/1985, de 30 de abril, se permite la transformación de vivien-

das en locales de negocio, sin intervención de la Comunidad de Propie-

tarios, pero la misma posibilidad no se da para lo contrario. Que del análisis

de los artículos 2.o y 3.o del Código Civil, se puede deducir que si el legis-

lador hubiera querido permitir a través de la norma la conversión de

vivienda en local y viceversa, sin necesidad de la aprobación previa de

la junta de propietarios, lo habría explicitado. Que se trata de una norma

excepcional que rompe la regla general del artículo 16.1.o de la Ley de

Propiedad Horizontal, por lo que debe ser interpretada de forma restrictiva

y no es aplicable a otros supuestos. 3. Que se han abierto nuevas ventanas

y nueva puerta en la fachada, según se acredita en la certificación expedida

por el Ayuntamiento, lo que implica una alteración de un elemento común

que requiere un acuerdo de los restantes propietarios según sentencia

del Tribunal Supremo de 9 de marzo de 1993, lo que no se da en este

caso, lo que infringe el artículo 397 del Código Civil y los artículos 5.7,

11 y 16 de la Ley de Propiedad Horizontal. Que en cuanto a la alteración

de las cuotas, el título constitutivo establece aparte de las cuotas otros

conceptos. Que ello obliga a recordar que la Resolución de 25 de septiembre

de 1991 establece que una alteración del destino, aunque no se modifiquen

las cuotas, supone una modificación del título constitutivo que requerirá

la aprobación de los condueños, y 4. Que la Resolución de 20 de febrero

de 1989 citada por el Notario no resulta aplicable a este caso. Que, por

último, que se haya cumplido con la normativa urbanística no implica,

en modo alguno, que también se haya cumplido con la normativa de la

Ley de Propiedad Horizontal.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid confirmó

la nota de la Registradora, fundándose en que ni de la escritura ni de

la certificación municipal se deduce si el cambio de destino modifica la

estructura de algún elemento común, y en que tampoco se ha incorporado

al recurso la escritura de división horizontal.

VI

El Notario recurrente apeló el auto presidencial, manteniéndose en

sus alegaciones, y añadió: 1. Que el recurso se refiere a la no necesidad

de acuerdo de la junta de comuneros para el cambio de destino de una

finca urbana, no en lo referente a su autorización para las obras, supuesto

que se sustancia por la jurisdicción ordinaria, en caso de reclamación

de la comunidad de propietarios contra las obras realizadas. 2. Que se

aporta testimonio parcial del título constitutivo de la división horizontal,

por la que se acredita la falta de prohibición al cambio de destino y,

por otro, que las normas de la comunidad están debidamente inscritas,

como se justifica con nota simple del Registro de la Propiedad de Aranjuez.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1, 3, 5 y 7 de la Ley de Propiedad Horizontal;

el artículo 8 del Real Decreto-ley 2/1985 de 30 de abril; Resoluciones de

la Dirección General de 12 de diciembre de 1986, 20 de febrero de 1989

y 25 de septiembre de 1991.

1. Ha de decidirse en el presente recurso si la transformación de

destino de un local de negocio en vivienda supone o no una modificación

del título constitutivo de la propiedad horizontal, que requerirá el acuerdo

de la junta de copropietarios en la forma que preceptivamente establecen

los artículos 5 y 11 de la Ley de Propiedad Horizontal.

2. Como ya señalara este Centro Directivo en su Resolución de 25

de septiembre de 1991, la alteración del destino de un elemento privativo

supone un cambio importante en la medida que afecta a todos las copro-

pietarios del inmueble y requerirá la aprobación de la Junta de condueños

al suponer una modificación del título constitutivo (cfr. artículo 5 de la

Ley de Propiedad Horizontal), y ello aun cuando el cambio de destino

no conlleve cambio o modificación de cuotas ni alteración en la estructura

o fábrica del edificio.

Ahora bien, sentado lo anterior, ha de determinarse si de la mera

descripción, en el título constitutivo del régimen de propiedad horizontal

del elemento privativo en cuestión como local comercial, puede inferirse

una atribución de destino cuya alteración suponga modificación de este

título. A este respecto, debe tenerse en cuenta, como ya señalara este

Centro Directivo (vid. Resoluciones de 12 de diciembre de 1986 y 20 de

febrero de 1989) que «en la propiedad horizontal, la necesidad de armonizar

la tendencia a la plena autonomía de los derechos recayentes sobre los

elementos susceptibles de aprovechamiento independiente (configurados

en la Ley de Propiedad Horizontal como propiedad separada, artícu-

los 1 y 3), con la ineludible interdependencia objetiva y recíprocas limi-

taciones derivadas de la unidad física del edificio en su conjunto, no se

opone, en sede de utilización de los elementos privativos, al mantenimiento

de los principios informantes del derecho de propiedad, cuya delimitación

se verifica a partir de un señorío potencialmente absoluto sobre el que

se proyectan los límites legales en forma de prohibición u obligación, y

por ello, tratándose de los elementos privativos, ha de ser regla la de

la posibilidad de todo uso, siempre que éste sea adecuado a la naturaleza

del objeto y no vulnere los límites genéricos de toda propiedad o los espe-

cíficos de la propiedad horizontal (normalidad, salubridad, comodidad y

no peligrosidad, artículo 7, ‘‘in fine’’, de la Ley de Propiedad Horizontal)».

Ciertamente, dicha amplitud de goce puede ser restringida por el título

constitutivo, dentro del debido respeto a la ley (artículos 5 y 7, «in fine»,

de la Ley de Propiedad Horizontal); mas la exigencia de interpretación

estricta de tales límites exige que hayan de ser formulados can claridad

y precisión, sin que puedan deducirse, como en el caso debatido de una

simple expresión descriptiva, como la de «locales de negocio», (véase en

tal sentido el artículo 8 del Real Decreto-ley 2/1985 de 30 de abril).

Por todo ello, esta Dirección General estima el recurso y revoca el

auto apelado.

Madrid, 23 de marzo de 1998.—El Director general, Luis María Cabello

de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

9393 RESOLUCIÓN de 26 de marzo de 1998, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales don
Carlos Badía Martínez, en nombre de «Serra y Feliú, Socie-
dad Anónima», contra la negativa de don Juan José Ortín
Caballé, Registrador de la Propiedad de Barcelona núme-
ro 8, a practicar una anotación preventiva de embargo,
en virtud de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri-

bunales don Carlos Badía Martínez, en nombre de «Serra y Feliú, Sociedad

Anónima», contra la negativa de don Juan José Ortín Caballé, Registrador

de la Propiedad de Barcelona número 8, a practicar una anotación pre-

ventiva de embargo, en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

I

En juicio declarativo de mayor cuantía, número 497/1988, seguido en

el Juzgado de Primera Instancia número 10 de los de Barcelona, promovido

por «Serra y Feliú, Sociedad Anónima», contra determinados señores, en

reclamación de cantidad, en ejecución provisional de la sentencia de 3

de marzo de 1993, recaída en dicho procedimiento, se expidió en pieza

separada mandamiento de anotación preventiva de embargo de determi-

nados bienes inmuebles, propiedad de la parte demandada, de fecha 16

de mayo de 1994.
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II

Presentado el anterior mandamiento en el Registro de la Propiedad

de Barcelona número 8, fue calificado con la siguiente nota: «Registro

de la Propiedad número ocho de Barcelona. No procede practicar la ano-

tación preventiva de embargo por estar la finca cuya anotación preventiva

de embargo se solicita a favor de persona distinta de aquélla contra la

cual se ha seguido el procedimiento, de conformidad con los artícu-

los 20 y 38.3 de la Ley Hipotecaria. Por otra parte, se hace constar que

el remedio que el artículo 340.3 de la Compilación concede a los acreedores

es absolutamente subsidiario, cuando no haya otros recursos legales para

el cobro de sus créditos, y tal imposibilidad no se puede demostrar en

el procedimiento registral y debe ser objeto de un proceso plenario. Se

considera el defecto insubsanable, por lo que no se practica anotación

preventiva de suspensión. Contra la presente nota de calificación cabe

recurso gubernativo, en la forma y plazo que establecen los artículos 66

de la Ley Hipotecaria y 112 y siguientes de su Reglamento y disposición

adicional séptima de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Barcelona, 5 octu-

bre de 1994.—El Registrador, firmado, Juan José Ortín Caballé».

III

El Procurador de los Tribunales don Carlos Badía Martínez, en repre-

sentación de la compañía mercantil «Serra y Feliú, Sociedad Anónima»,

interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación, y alegó:

1. Que con posterioridad a la sentencia de fecha 3 de marzo de 1993,

las cuatro fincas embargadas han sido objeto de donaciones puras y simples

a un hijo y un nieto, en escrituras autorizadas por el Notario de Barcelona

don Modesto Ventura Benages, de fecha 22 de septiembre de 1993. Que

dichas donaciones deben entenderse sin perjuicio de «Serra y Feliú, Socie-

dad Anónima», en virtud del párrafo tercero del artículo 340 de la Com-

pilación de Derecho Civil Especial de Cataluña, y resulta que las reseñadas

donaciones sí perjudican al acreedor preexistente, al ser causa eficiente

de denegación de anotación preventiva de embargo, decidida por el señor

Registrador. Que los preceptos obstativos invocados por el señor Regis-

trador en la nota de calificación son incongruentes. Tales preceptos son

los artículos 20 y 38.3 de la Ley Hipotecaria, que se refieren al tracto

sucesivo que sólo es aplicable a actos negociables dispositivos, y el embargo

judicial es un acto de naturaleza muy distinta, pues lo que se presenta

es un mandamiento judicial, tampoco hay otorgante, pues es el Juez quien

lo acuerda, pero no es un acto dispositivo judicial, sino una orden emitida

en el genuino ejercicio del imperio jurisdiccional, categoría no contemplada

en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria. Pero en el caso de que a los

mandamientos judiciales les fuera oponible el artículo, en este caso de

donación posterior a la sentencia, procedería la anotación preventiva, en

virtud del artículo 340.3 de la Compilación de Cataluña. Que es sabido

que la norma especial prevalece sobre la común, sin que en este caso

concreto quepa duda alguna de la territorialidad catalana del Juzgado

que decreta el embargo, de las fincas y de la vecindad civil y el domicilio

social en Cataluña de los sujetos pasivo y activo del embargo. Que tampoco

sería factible la denegación en territorio común, pues infringiría la excep-

ción del párrafo último del artículo 34 de la Ley Hipotecaria. Que en lo

referente al artículo 38.3 de la Ley Hipotecaria, hay que señalar que la

presunción que establece no puede prevalecer ante el precepto expreso

de la Compilación. Que el señor Registrador ha ignorado el artículo 34

de la Ley Hipotecaria. Que de la inexistente subsidiariedad que del punto 3

del artículo 340 de la Compilación innova el señor Registrador, resulta

la práctica inutilización del precepto, pues había que demostrar la carencia

de otros recursos legales para el cobro, lo que conduciría a un «proceso

plenario». Que el embargo judicial se decreta en ejecución provisional de

la sentencia de 3 de marzo de 1993, y conforme al artículo 24.1 de la

Constitución y jurisprudencia del Tribunal Constitucional hay que entender

que quienes han vencido en juicio no pueden ser obligados a sumir la

carga de nuevos procesos, siendo el órgano judicial que dictó la resolución

a quien corresponde en trámite de ejecución remover los obstáculos que

se presenten. Que hay que invocar la disposición adicional séptima de

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, informó: I. En

lo referente al artículo 20 de la Ley Hipotecaria, hay que señalar que

el mandamiento judicial es, junto con el testimonio de la resolución judicial,

el título documental a través del cual ésta accede al Registro. Que la ale-

gación del recurrente queda sin efecto en virtud de lo establecido en la

regla 1.a del artículo 140 del Reglamento Hipotecario. Que el artículo 20,

apartados 1.o y 2.o de la Ley Hipotecaria, debe ser interpretado exten-

diéndolo a las anotaciones preventivas de embargo, como lo demuestra

aparte del citado precepto, el artículo 38.3 de la Ley Hipotecaria, que

sigue su misma línea. Que son importantes en esta materia las Resoluciones

de 30 de junio de 1967 y 13 de marzo de 1972. Que no se comprende

la alegación que del artículo 34.3 hace el recurrente, pues parece ser que

confunde la naturaleza del procedimiento registral, tratándolo como si

de un procedimiento judicial de naturaleza plenaria se tratara. Que el

Registrador debe denegar la anotación del mandamiento por el principio

de tracto sucesivo sin más, pues con esto protege al titular registral y

da cumplimiento a lo establecido en los artículos 1.3 y 38 de la Ley Hipo-

tecaria. II. Que el recurso que da el artículo 340.3 de la Compilación

de Derecho Civil de Cataluña a los acreedores es subsidiaria, y esa carencia

de otros recursos legales para el cobro debe demostrarse en un proceso

plenario ante el Juez competente, si se pretende que la donación no per-

judique a los acreedores, nunca ante el Registrador como pretende el

recurrente. III. Que pretender que la anotación preventiva de embargo

afecte a los donatarios, que no han sido parte en el procedimiento de

mayor cuantía que la motiva, es causarles indefensión, lo que supone omi-

sión del contenido de las artículos 1.3 y 38 de la Ley Hipotecaria, y, sobre

todo, infringe el artículo 24 de la Constitución Española.

V

El Magistrado-Juez del Juzgado de Primera Instancia número 10 de

los de Barcelona informó: Que es perfectamente ajustada a Derecho la

calificación formulada por el señor Registrador de la Propiedad. Que no

es la vía gubernativa el cauce para establecer la preferencia entre lo que

se dispone en el artículo 340.3 de la Compilación y los preceptos de la

legislación hipotecaria. Y que el precepto de la Compilación tiene carácter

subsidiario.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña confirmó

la nota del Registrador, fundándose en el número 1 del artículo 140 del

Reglamento Hipotecario y en los principios de legalidad y tracto sucesivo,

sin que afecten al supuesto los artículos 34, párrafo 3.o, de la Ley Hipo-

tecaria, y 340.3 de la Compilación, en la forma que son interpretados

por el recurrente, pues ambos van dirigidos a la protección de derechos

ejercitables al margen del espacio registral.

VII

El Procurador recurrente apeló el auto presidencial, manteniéndose

en sus alegaciones, y añadió: 1. La disposición adicional séptima de la

Ley Orgánica del Poder Judicial. 2. Que la Compilación de Derecho Civil

Especial de Cataluña es Derecho español invocable ante todas las instancias

y organismos del Estado. 3. Que el artículo 340.3 de dicha Compilación

es la cuestión nuclear del recurso. 4. Que el crédito nace de la sentencia

de fecha 3 de marzo de 1993, sin que para nada sea computable la fecha

del mandamiento de embargo. 5. Que el auto no dice nada de cuál es

la interpretación que hay que dar al artículo 340.3 de la Compilación

catalana. 6. Que no existe contradicción entre este artículo y el artículo 34

de la Ley Hipotecaria.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española; 1.252 del Código

Civil; 1, número 3, 20, 38.3 y 42 de la Ley Hipotecaria; 140.1 y 141 del

Reglamento Hipotecario; disposición adicional séptima de la Ley Orgánica

del Poder Judicial; los artículos 20 del Estatuto de Autonomía de Cataluña

y 340.3 de la Compilación de Derecho Civil de Cataluña, y las Resoluciones

de este Centro Directivo de 18 de marzo de 1972, 17 de febrero de 1993,

4 de octubre de 1993, 5 de junio de 1991 y 18 de febrero de 1993.

1. El Registrador deniega la anotación preventiva de embargo orde-

nada en autos de juicio declarativo de mayor cuantía en trámite de eje-

cución de sentencia por la que se condena al demandado al pago de deter-

minada cantidad, por figurar la finca embargada inscrita a favor de persona

distinta de aquélla contra la cual se ha seguido el procedimiento, conforme

a los artículos 20 y 38.3 de la Ley Hipotecaria.

2. El recurrente, por su parte, entiende que en el presente caso pro-

cede tomar la anotación preventiva de embargo ordenada por considerar

aplicable al mismo el artículo 340.3 de la Compilación de Derecho Civil

de Cataluña, conforme al cual «no perjudicarán a los acreedores del donante



BOE núm. 95 Martes 21 abril 1998 13177

las donaciones que éste otorgue con posterioridad a la fecha del hecho

o del acto del que nazca el crédito de aquéllos, siempre que carezcan

de otros recursos legales para su cobro», siendo así que el deudor deman-

dado donó la finca embargada al actual titular registral con posterioridad

al nacimiento de la deuda surgida de la sentencia para cuya ejecución

fue trabado el embargo cuya anotación preventiva se deniega. El Regis-

trador y el auto presidencial se oponen a tal alegación, considerando que

la previsión del artículo 340.3 de la Compilación catalana constituye un

remedio subsidiario («... siempre que carezcan de otros recursos legales

para su cobro»), ejercitable, en su caso, fuera de la esfera registral por

la imposibilidad de demostrar en el ámbito del procedimiento registral

la inexistencia de otros recursos legales de cobro.

3. Es principio básico de nuestro sistema registral que para la ins-

cripción de cualquier título en el Registro es preciso que conste previamente

inscrito el derecho del otorgante o de la persona contra la cual se dirige

aquél (cfr. artículos 20 y 38 de la Ley Hipotecaria), sin que dicha norma

pueda ser excepcionada so pretexto de ese «no perjuicio» a que se refiere

el artículo 340.3 de la Compilación de Derecho Civil de Cataluña, pues,

sin prejuzgar aquí sobre su concreto alcance sustantivo (lo que además

estaría vedado en función de lo previsto en la disposición adicional séptima

de la Ley Orgánica del Poder Judicial), los principios constitucionales

de protección jurisdiccional de los derechos y prescripción de la inde-

fensión (cfr. artículo 24 de la Constitución Española), la relatividad de

la cosa juzgada (artículo 1.252 del Código Civil) y, paralelamente y en

el ámbito registral, el principio de salvaguarda judicial de los asientos

registrales (artículo 1 de la Ley Hipotecaria), impiden la ejecución de una

sentencia condenatoria sobre bienes de quien no ha sido parte en el pro-

cedimiento en el que se dictó aquélla, máxime si se considera la sub-

sidiariedad a la que se condiciona ese «no perjuicio».

Por todo ello, esta Dirección General acuerda desestimar la apelación

interpuesta, confirmando la nota de calificación y el auto presidencial,

sin juzgar sobre la interpretación y aplicabilidad del artículo 340.3 de

la Compilación de Derecho Civil de Cataluña.

Madrid, 26 de marzo de 1998.—El Director general, Luis María Cabello

de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

9394 ORDEN de 1 de abril de 1998 por la que se dispone el cum-
plimiento de la sentencia dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Sección
Cuarta, en el recurso número 1.100/1996, interpuesto por
don Juan José Tarifa Fernández.

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por doña Paloma

Ortiz Cañavate y Puig-Mauri, en nombre y representación de don Juan

José Tarifa Fernández, contra la Administración del Estado, sobre indem-

nización por funcionamiento anormal de la Administración de Justicia,

la Sección Cuarta de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio-

nal ha dictado sentencia, con fecha 21 de enero de 1998, cuya parte dis-

positiva dice:

«Fallamos:

Primero.—Estimar en parte el recurso contencioso-administrativo pro-

movido por la Procuradora doña Paloma Ortiz-Cañavate y Puig-Mauri, en

nombre y representación de don Juan José Tarifa Fernández, contra la

Resolución del Ministro de Justicia, de 1 de agosto de 1996, sobre recla-

mación por responsabilidad patrimonial de la Administración de Justicia,

resolución que anulamos por no ser conforme a Derecho.

Segundo.—Declarar el derecho que asiste a don Juan José Tarifa Fer-

nández a que por la Administración demandada le sea satisfecha la can-

tidad de 2.000.000 de pesetas.

Tercero.—No procede hacer expresa declaración en materia de costas.»

En su virtud, este Ministerio de Justicia, de conformidad con lo esta-

blecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2 de la Ley Orgánica

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás preceptos concordantes

de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dis-

puesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín Oficial del Estado»,

para general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos de

la mencionada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 1 de abril de 1998.—P. D. (Orden de 29 de octubre de 1996),

el Subsecretario, Ramón García Mena.

Ilmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de Justicia.

9395 ORDEN de 1 de abril de 1998 por la que se dispone el cum-
plimiento de la sentencia dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Sección
Cuarta, en el recurso número 4/809/1995, interpuesto por
«Sistemas Gaitán, Sociedad Anónima».

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Letrado

don Conrado López Gómez, en nombre y representación de «Sistemas Gai-

tán, Sociedad Anónima», contra la Administración del Estado, sobre indem-

nización por funcionamiento anormal de la Administración de Justicia,

la Sección Cuarta de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio-

nal ha dictado sentencia, con fecha 19 de noviembre de 1997, cuya parte

dispositiva dice:

«Fallamos:

Primero.—Estimar en parte el recurso contencioso-administrativo pro-

movido por el Letrado don Conrado López Gómez, en nombre y repre-

sentación de ‘‘Sistemas Gaitán, Sociedad Anónima’’, contra la Resolución

del Ministro de Justicia e Interior, de 7 de junio de 1995, sobre respon-

sabilidad patrimonial de la Administración de Justicia, resolución que

anulamos en parte por no ser conforme a Derecho el acto recurrido.

Segundo.—Declarar el derecho que asiste al recurrente a ser indem-

nizado por la Administración demandada en la cantidad de 1.000.000 de

pesetas, excluida la cantidad reconocida en la resolución recurrida.

Tercero.—No procede hacer expresa declaración en materia de costas.»

En su virtud, este Ministerio de Justicia, de conformidad con lo esta-

blecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2 de la Ley Orgánica

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás preceptos concordantes

de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dis-

puesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín Oficial del Estado»,

para general conocimiento y cumplimiento en sus propios términos de

la mencionada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 1 de abril de 1998.—P. D. (Orden de 29 de octubre de 1996),

el Subsecretario, Ramón García Mena.

Ilmo. Sr. Director general de Relaciones con la Administración de Justicia.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

9396 RESOLUCIÓN de 26 de marzo de 1998, de la Dirección Gene-
ral del Catastro, por la que se da publicidad al Convenio
celebrado entre la Dirección General del Catastro y el Ayun-
tamiento de Albaida.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y el Ayun-

tamiento de Albaida un Convenio de Colaboración en materia de gestión

catastral, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho

Convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.

Madrid, 26 de marzo de 1998.—El Director general, Jesús S. Miranda

Hita.

CONVENIO ENTRE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE HACIENDA
(DIRECCIÓN GENERAL DEL CATASTRO) Y EL AYUNTAMIENTO
DE ALBAIDA, DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE GESTIÓN

CATASTRAL

Reunidos en la ciudad de Valencia, a 26 de marzo de 1998.

De una parte, don Jesús Salvador Miranda Hita, Director general del

Catastro, en ejercicio de las competencias que tiene delegadas por Reso-


